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1880

							
								
								Concesión para la construcción del Ferrocarril Central Mexicano entre la ciudad de México y Ciudad Juárez. 

							    Diciembre. Inicio de la presidencia de Manuel González.

					  
						
						
							
1884

							
								
								Porfirio Díaz ocupa nuevamente la presidencia de la República.

							
						
						
							
1896

							
								
								Abolición de las alcabalas.

							
						
						
							
1905

							
								
								Se erige la Secretaría de Instrucción Pública y Bellas Artes.

							
						
						
							
1906

							
								
								Huelgas de Cananea y Río Blanco.

							
						
						
							
1908

							
								
								Constitución de la empresa Ferrocarriles Nacionales de México.

							
						
						
							
1910

							
								
								Fundación de la Universidad Nacional. 

							    Fiestas del Centenario de la Independencia. 

20 de noviembre. Inicio del levantamiento contra Porfirio Díaz.

						  
						
						
							
1911

							
								
								Mayo. Acuerdos de Ciudad Juárez, triunfo de la revolución maderista. 

							    Noviembre. Francisco I. Madero ocupa la presidencia constitucional. Proclamación del Plan de Ayala.

						  
						
						
							
1913

							
								
								Febrero. Golpe de Estado de Victoriano Huerta. Asesinato de Madero. 

							    Marzo. Proclamación del Plan de Guadalupe por Venustiano Carranza.

						  
						
						
							
1914

							
								
								Abril. Ocupación de Veracruz por tropas estadounidenses.

							
						
						
							
1915

							
								
								Enero. Ley agraria. 

							    Octubre. Estados Unidos reconoce de facto al gobierno de Venustiano Carranza.

						  
						
						
							
1917

							
								
								Febrero. Promulgación de la Constitución.

							
						
						
							
1919

							
								
								Abril. Asesinato de Emiliano Zapata.

							
						
						
							
1920

							
								
								Asesinato de Carranza. Ascenso a la presidencia de Álvaro Obregón.

							
						
						
							
1923

							
								
								Reconocimiento del gobierno de Obregón por Estados Unidos.

							
						
						
							
1924

							
								
								Diciembre. Se inicia el periodo presidencial de Plutarco Elías Calles.

							
						
						
							
1926

							
								
								Promulgación de la Ley Calles.

Inicio de la guerra cristera.

							
						
						
							
1928

							
								
								Asesinato de Álvaro Obregón, presidente electo. 

Ocupa la presidencia interna Emilio Portes Gil.

							
						
						
							
1929

							
								
								Fundación del Partido Nacional Revolucionario. 

Junio. Arreglo para la reapertura de templos y fin de la guerra cristera.

							
						
						
							
1930

							
								
								Septiembre. Formulación pública de la doctrina Estrada. 

Diciembre. Se inicia la presidencia constitucional de Pascual Ortiz Rubio.

							
						

					
				

		

	
		
				Las claves del periodo

				Sandra Kuntz Ficker

				 

				 

				 

				 

				Para los lectores familiarizados con la historia de México quizá resulte difícil aceptar que ésta puede explicarse de forma coherente a partir de una periodización como la que propone esta colección para toda América Latina. La razón es bien conocida: entre 1910 y 1917 tuvo lugar el movimiento sociopolítico de mayor violencia e intensidad que se haya producido en todo el continente en la primera mitad del siglo XX: la Revolución Mexicana. La historiografía convencional, casi siempre sustentada en cortes de índole político-institucional, encuentra en este acontecimiento un criterio inequívoco de ruptura entre dos etapas históricas claramente distintas. No obstante, si se adopta una perspectiva más amplia, es posible trazar una línea de continuidad que no sólo permite explicar este periodo en la historia de México como un todo coherente, sino que además ofrece una salida a la historia estrictamente nacional que la hermana con la del resto de América Latina y la inserta en el conjunto mayor de la historia mundial. Esa trama está conformada en el plano internacional por lo que se conoce como la primera globalización del mundo contemporáneo, y en el caso de América Latina se corresponde con la primera era de las exportaciones. Lo que marca la unidad del periodo que aquí se estudia es, pues, el modelo de crecimiento que prevaleció en México justamente entre 1880 y 1929. 

				El rasgo distintivo de este periodo es la modernización económica propiciada por una creciente integración en el mercado internacional, que se produjo, en una primera etapa, en el marco de un régimen autoritario —en estos mismos años derrocado por la revolución armada— y de un entorno social y culturalmente excluyente. Entre 1880 y 1910 los procesos de modernización económica convergieron en la consolidación del Estado liberal en los ámbitos político e institucional, plasmándose así los proyectos de la élite liberal de la Reforma. Aunque exitoso en muchas áreas, ese proceso no logró superar rasgos profundos heredados del pasado en fuerte tensión o franca contradicción con los elementos de modernidad recién instaurados. Si bien hubo motivaciones específicas de la Revolución Mexicana que no necesariamente tuvieron que ver con esa contraposición, es posible también que, hasta cierto punto, ese movimiento político-social pueda entenderse como la eclosión de esas tensiones y contradicciones subyacentes. En este sentido, el orden establecido una vez que finalizó la etapa armada de la revolución (1911-1917) puede verse, de manera retrospectiva, como un esfuerzo por superar algunos de los elementos de contradicción a fin de proseguir y consolidar el proceso de modernización. 

				Como se ha visto en el volumen anterior, a fines de 1876 subió al poder el general Porfirio Díaz, miembro prominente de la corriente liberal y héroe de la guerra contra la intervención francesa. Aunque entre 1880 y 1884 fue sustituido en la presidencia por su compañero de armas, el general Manuel González, tras su regreso en 1884 fungió como presidente en forma continua hasta su caída en mayo de 1911. La prolongada permanencia de Díaz en ese cargo ha llevado a designar este periodo de la historia de México como el Porfiriato. Mediante una política de alianzas y conciliación con las distintas facciones liberales e incluso con algunos sectores conservadores, Porfirio Díaz impuso un viraje político profundo, dejando atrás medio siglo de luchas fratricidas y alcanzando el añorado sueño de la pacificación del país. Por primera vez desde la independencia, el régimen porfirista logró consolidar la estabilidad política, dotar a la nación de un marco legal relativamente uniforme y reincorporarlo al concierto de naciones tras el aislamiento que padeció debido al desenlace de la intervención francesa. 

				Fue éste un régimen autoritario, de corte liberal y crecientemente influido por las ideas del positivismo, en el cual se respetaban las reglas formales de la democracia (celebración periódica de elecciones, división de poderes), pero se priorizaba la eficacia administrativa y la estabilidad a fin de promover la modernización del país, incluso al precio de contener la participación política y el ejercicio de las libertades civiles, y reprimir los brotes de rebelión: «orden y progreso», lo llamaban entonces. No obstante, contra lo que frecuentemente se ha dicho, no era éste un régimen por entero arbitrario y unipersonal, sino más bien un régimen en el que la toma de decisiones entrañaba negociaciones y compromisos, no sin cierta dosis de discrecionalidad. Así, pese a la influencia del ejecutivo en la elección de representantes y magistrados, el Congreso desempeñó un papel crucial en la modernización del marco legal, y el poder judicial actuó con relativa eficacia, incluso para poner límites a las facultades del Estado mediante el recurso de amparo. En el plano de los gobiernos estatales existían márgenes de acción para grupos contendientes que podían hacerse con el poder local, siempre y cuando no pusieran en entredicho el liderazgo de Porfirio Díaz a nivel nacional. Como era común en la época, la política mexicana se encontraba en manos de una élite pequeña y cerrada, la cual, con el paso del tiempo, se hizo cada vez menos permeable a la renovación. La mayor anomalía de este sistema era que no había partidos políticos formales, sino «clubes» y asociaciones que aparecían para apoyar cada candidatura de Díaz a la presidencia y desaparecían una vez cumplido su propósito. Ello hacía de la prensa el único precario cauce para las opiniones y diferencias políticas, pese a que esta misma vivía bajo la amenaza latente de la represión.

				La modernización liberal es el componente característico del Porfiriato, y abarcó prácticamente varias dimensiones de la vida nacional. En el ámbito de la organización política, representó la redefinición de las relaciones entre los estados y la federación, disminuyendo su conflictividad y favoreciendo una creciente centralización. Implicó, además, el fortalecimiento del aparato gubernamental y un ejercicio mucho más eficaz de sus funciones sustantivas de administración, integración y control del territorio. No obstante, fue ésta una forma autoritaria de modernización que puso límites estrechos a la participación de la ciudadanía y recurrió a formas extralegales de contención y represión de las voces y los movimientos de resistencia u oposición, los cuales, en ciertas coyunturas, adquirieron una mayor intensidad y una mayor respuesta. Y lo que es más, se sustentó en una compleja trama de relaciones personales y clientelares que con el tiempo obstruyeron el necesario recambio político y generacional de la clase en el poder, lo que, a la postre, imposibilitó su transmisión pacífica y el mantenimiento del orden social.

				El logro de la estabilidad política y el fortalecimiento del aparato estatal tuvieron también una expresión hacia fuera, en las relaciones con otros países y en las formas de participación en el ámbito internacional. Durante el Porfiriato se rompió un ciclo casi secular de intervenciones extranjeras. Esta época se caracterizó por la normalización de las relaciones diplomáticas con las grandes potencias, interrumpidas en varios casos desde el fusilamiento de Maximiliano; por el estrechamiento de los vínculos con Estados Unidos, y, en general, por una mayor participación en el concierto de las naciones, en el que México logró proyectarse como una potencia media. Este proceso se veía favorecido en el plano internacional por el fenómeno que ahora se define como la primera globalización de la historia contemporánea, consistente en una mayor integración comercial y financiera de los países y una intensificación de los flujos de capitales, bienes y personas. Ello dio a las relaciones diplomáticas una importante dimensión económica, que el gobierno de Díaz supo aprovechar renegociando oportunamente su deuda externa y emprendiendo campañas de promoción del país, su estabilidad y sus riquezas, para consolidar su crédito y atraer capitales para la inversión productiva y la modernización económica. La continuidad y claridad de las prioridades en el terreno de las relaciones internacionales son en parte debidas a la profesionalización del servicio exterior y a la prolongada gestión del ministro a cargo de esta cartera.

				Pese a que en todo el periodo prevaleció la armonía en las relaciones con las grandes potencias, es de hacer notar que, tras la Guerra Hispanoamericana (1895-1898), México redefinió sus prioridades en la arena internacional, adoptando una actitud independiente respecto a las posturas de Estados Unidos frente a los acontecimientos regionales y otorgando una mayor importancia al acercamiento con los países europeos, visible tanto en el ámbito diplomático como en el económico y cultural. Finalmente, cabe mencionar que, junto a la tradicional bilateralidad de los tratos diplomáticos, emergió en este periodo una notable multilateralidad, que se expresó, por ejemplo, en la realización de conferencias internacionales de alcance interamericano: las Conferencias Panamericanas.

				En el ámbito de las instituciones económicas, la modernización significó el establecimiento formal de un orden liberal cuya materialización fue ciertamente problemática y desigual, pero que apuntó a la creación de una esfera privada de la economía frente a las corporaciones del antiguo régimen, a la consolidación de libertades económicas y al perfeccionamiento de los derechos de propiedad. El orden liberal, que se introdujo en el marco institucional del país con la Constitución de 1857 y las Leyes de Reforma, avanzó en las décadas que nos ocupan en espacios que abarcaron la codificación de los principales ámbitos de la actividad económica, la unificación del territorio, una mayor integración con la economía internacional y el saneamiento de las finanzas públicas. Todo ello produjo una convergencia notable de México con los parámetros vigentes en países más avanzados del mundo occidental, simbolizada por la adopción de un patrón monetario basado en el oro a partir de 1905.

				En el terreno material, la modernización económica se sustentó en la apertura a la inversión extranjera, gracias a la cual se construyeron ferrocarriles, el mayor logro material del Porfiriato, y otras obras de infraestructura que permitieron integrar un mercado interno e incorporar vastos recursos antes ociosos a la actividad productiva. Ello dio paso al surgimiento de un sector exportador próspero y diversificado que constituyó el motor de crecimiento de la economía durante todo el periodo y que proporcionó las bases para el arranque de la industrialización, que se produjo a partir de la década de 1890. 

				En 1910 México exportaba oro, plata, plomo, cobre y zinc, todos con algún grado de procesamiento, además de un puñado de productos agrícolas y pecuarios (henequén, café, caucho, chicle, guayule, ganado, cueros y pieles). En el mismo decenio despegaron las exportaciones de petróleo, que en algunos años dominaron la cesta mexicana de esta actividad, contribuyendo a sostener las finanzas de la revolución, y en los años veinte adquirieron importancia nuevos productos agrícolas como el jitomate y el plátano. Sus socios principales eran las grandes potencias europeas (Gran Bretaña, Alemania y Francia, principalmente) y Estados Unidos, quien entonces aparecía ya como socio dominante. 

				Como decíamos, las derramas producidas por el sector exportador y el fortalecimiento del mercado interno crearon condiciones que posibilitaron el arranque de un proceso de industrialización, impulsado por una clase empresarial de origen predominantemente nacional. Aunque pequeña y concentrada —tanto en términos geográficos como productivos—, la planta industrial cubrió ramas importantes entre los bienes de consumo —textiles de algodón, papel, tabaco, cerveza, jabón— y algunas de bienes intermedios para la producción —cemento, dinamita, vidrio—, culminando en el establecimiento de la primera planta siderúrgica de América Latina en los primeros años del siglo XX.

				En estrecha asociación con los fenómenos descritos, durante el Porfiriato se produjo un mayor crecimiento demográfico (la población pasó de 9,5 a 15 millones entre 1880 y 1910), que, aunque temporalmente revertido por la década de guerra civil (el número de habitantes cayó a 14,3 millones en 1921), prosiguió a un ritmo aceptable durante la década de 1920. En términos generales, el crecimiento demográfico se logró en forma endógena, debido al incremento de los nacimientos y la disminución de las defunciones. La migración extranjera alcanzó reducida magnitud, y las políticas de colonización resultaron un rotundo fracaso. Este aumento fue acompañado por una mayor movilidad geográfica de la población, que modificó —aunque moderadamente— los balances regionales: mientras los estados del centro continuaron concentrando la mayor densidad poblacional del país, muchos trabajadores y sus familias se desplazaron al norte, que era la región más dinámica y promisoria. A un ritmo mucho más lento de lo que cabría esperar en este contexto, se produjo un proceso de urbanización que llevó al crecimiento de las mayores ciudades y a la multiplicación de las que alojaban a más de veinte mil habitantes (pasaron de 28 a 79 entre 1870 y 1910). Todo esto se reflejó en una notable modernización urbana, que incluyó la dotación de drenaje, alumbrado y otros servicios públicos, la pavimentación y la construcción de hospitales, mercados, cárceles y edificios que albergaban a una creciente burocracia gubernamental y a un sector de servicios en plena expansión. 

				La modernización alcanzó también el ámbito social, aunque en forma aún modesta y desigual. Aumentó considerablemente el número de escuelas y empezó a disminuir el analfabetismo, se pusieron en práctica las primeras políticas de salubridad, higiene y vacunación destinadas a incidir sobre el número y la calidad de vida de los mexicanos, y se buscó poner freno al bandidaje y a la criminalidad. Sin embargo, la visión liberal de la modernización entraba en pugna con las formas tradicionales de organización de la vida económica y social. El afán de imponer las nociones de igualdad formal e individualismo se tradujo en una batalla contra las corporaciones y la propiedad colectiva y en la búsqueda de una uniformidad que disolviera las diferencias culturales y la cultura indígena. Estos aspectos de la «modernización desde arriba» enfrentaron férrea resistencia, a veces de manera pacífica y otras mediante movilizaciones y rebeliones que se diseminaron por el país, particularmente en coyunturas de crisis económica, como la de 1891. 

				En consonancia con estos contrastes, la cultura mexicana osciló entre cierto tradicionalismo romántico y la idea de modernidad, en este caso identificada con los parámetros estéticos de Europa occidental, con la noción de progreso y con el positivismo. A falta de un modelo cultural propio ya consolidado —y cuya construcción se vio obstaculizada por la inestabilidad de las décadas posteriores al logro de la independencia—, las élites liberales triunfantes aspiraban a una convergencia cultural con el mundo civilizado europeo y el impulso industrializador estadounidense, al mismo tiempo que fomentaban el orgullo de las aportaciones originales del mundo prehispánico y colonial mexicano a la cultura universal. Pese al elitismo que caracterizaba las expresiones de la alta cultura, el Romanticismo alentó una creciente inclinación hacia lo popular, que incluyó la difusión de las tradiciones y la construcción de una imagen bucólica de la vida rural. Junto a estas vertientes se robustecieron corrientes literarias de inspiración europea, como el modernismo o la literatura realista, que destacó los contrastes sociales, las desventuras de las mujeres o la vida en el arrabal. Fue también en este periodo cuando empezó a cobrar fuerza el impulso por destacar los elementos propios de la cultura nacional, aunque este empeño alcanzaría su mayor expresión durante y después de la revolución, cuando además las aportaciones del nacionalismo cultural fueron reconocidas y apreciadas internacionalmente.

				El positivismo constituyó una influencia importante en el plano de las ideas filosóficas, pero también en el del proyecto educativo e incluso en la percepción del curso que seguía el desenvolvimiento de la nación. Las élites se veían a sí mismas como parte de una época científica, e interpretaban el progreso y la modernización económica como componentes inequívocos de la marcha hacia una era superior en la civilización. Estas ideas se transmitieron a través de la Escuela Nacional Preparatoria, fundada al restaurarse la república en 1867, y de las escuelas públicas de educación primaria que en un número creciente se fundaron durante el Porfiriato, que, sin embargo, fueron una salida muy pobre y ciertamente insuficiente para enfrentar el atraso educativo que prevalecía en el país. La participación de numerosos escritores en cargos importantes del gobierno facilitó la difusión de esas doctrinas y la progresiva construcción de una historia oficial que propiciara la unidad nacional, fenómeno que continuaría con mayor fuerza —aunque con distintas fuentes de inspiración filosófica e ideológica— después de la revolución. La multiplicación de periódicos de todo tipo (católicos, oficiales, liberales, satíricos), pese al control y en ocasiones la represión oficial, abrió otro cauce a la propagación de las ideas de modernidad y progreso que constituían el espíritu de los tiempos.

				El avance cultural se reflejó también en el establecimiento de escuelas profesionales, observatorios, institutos y comisiones nacionales que trabajaban en las áreas de la salud, la geografía y la historia natural, así como el conservatorio, la biblioteca y el museo que llevaban el adjetivo «nacional». Se inauguraron muchos otros museos y se construyeron numerosos teatros y lugares de esparcimiento (restaurantes, cantinas, plazas de toros); se inició la edificación de algunas de las construcciones más emblemáticas del México moderno, como el Palacio de Bellas Artes, y se inició la exploración y reconstrucción de las pirámides heredadas del México prehispánico.

				Las corrientes románticas y modernistas que encontramos en la literatura porfiriana se extendieron también a la pintura, arte en el que destacaron el paisajismo y una vertiente del costumbrismo particularmente vigorosa. En la primera década del siglo XX hicieron su aparición corrientes críticas del clasicismo de inspiración europea, cuyos valores vanguardistas encontrarían un medio propicio para desplegarse en la vorágine de la revolución. La afinidad con los cánones europeos es igualmente perceptible en el campo de la música, ámbito en el que composiciones de corte costumbrista combinaban creativamente expresiones «cultas» con vertientes más populares de la cultura musical. Por su parte, diversas manifestaciones de la música popular en sentido estricto, como la llamada «canción mexicana», el corrido o la trova, tuvieron en esta época una gran difusión, que, como sucedió en otros casos, encontró su culminación después de la revolución.

				Al avanzar en el periodo puede observarse que el crecimiento de las ciudades medias y los progresos en la urbanización trajeron a sus habitantes no sólo algunas comodidades de las que carecían en el campo (drenaje, iluminación, mercados), sino también formas de entretenimiento más variadas, desde los paseos en los parques y los toros hasta las primeras funciones de cine y el béisbol. Y si las clases altas solían pasar sus horas de ocio disfrutando una función de teatro o de ópera, los sectores populares no carecían de diversión en peleas de gallos, carpas o pulquerías de barrio. Otras diversiones atravesaban todo el espectro social, como el teatro de revista o las corridas de toros.

				En los últimos años del Porfiriato, la vida cultural de ciertos sectores sociales se vio influida por la difusión de corrientes político-ideológicas críticas con el orden establecido, ya desde el liberalismo, ya desde el anarcosindicalismo que se difundió en el seno del aún incipiente movimiento obrero. Asimismo, en esos días hizo su aparición una agrupación de intelectuales y escritores conocida como el Ateneo de la Juventud, cuya fama posterior debe atribuirse mucho más al calibre de los personajes que participaron en ella (nombres como los de José Vasconcelos, Alfonso Reyes, Manuel M. Ponce y Diego Rivera) que a su papel en la coyuntura del inicio de la revolución.

				La modernización económica trastocó en muchos sentidos las formas de organización social, en un proceso que se había iniciado ya en las décadas anteriores pero que se aceleró como resultado del crecimiento y la diversificación de la economía. Los procesos de individualización y privatización de la propiedad agraria transformaron el medio rural. Junto a las haciendas y las propiedades de los pueblos indígenas y mestizos se abrió un abanico amplio en tipos y dimensiones de la propiedad, así como de formas de asociación y arrendamiento. Se constituyeron grandes latifundios al mismo tiempo que muchas tierras se subdividieron para formar ranchos y pequeñas propiedades de explotación familiar. Por lo que respecta a las comunidades, su destino fue diverso: muchas se disolvieron al individualizarse la tenencia de la tierra, mientras otras permanecieron unidas bajo la forma de sociedades agrícolas. Otro grupo se mantuvo en resistencia o disputa permanente frente a autoridades locales, compitiendo con las haciendas por las tierras y otros recursos que solían explotarse colectivamente (el agua, los bosques). En cualquier caso, no sería aventurado sugerir que la desamortización trastocó las relaciones en el interior de las comunidades, afectó a la cohesión y las formas tradicionales de sociabilidad y desposeyó a numerosos individuos. Esta disolución de las condiciones tradicionales, conflictiva y parcial, desembocó en brotes de rebelión que en épocas de crisis de subsistencia (como la de 1891) cundieron en muchas zonas del país. A las motivaciones estrictamente agrarias se sumaban otras, como la defensa de la autonomía por parte de naciones indígenas (como los yaquis y los mayos en el noroccidente del país), la oposición al aumento en las contribuciones o el intento de imponer autoridades e interferir en la vida municipal. Aunque estos brotes tuvieron para el régimen un coste y duración variables (por ejemplo, la guerra contra los yaquis se había iniciado mucho antes y concluiría mucho después), ninguno de ellos amenazó seriamente la paz porfiriana, que no sólo esgrimía la legitimidad de procurar la estabilidad y la consolidación nacional, sino que contaba con medios materiales (un ejército pequeño pero profesionalizado y un sistema de transportes que facilitaba su movilización) para sofocarlos.

				Las transformaciones del campo también afectaron a las relaciones laborales, aunque no siempre en un sentido contractual moderno. Quienes fueron desposeídos de sus tierras como consecuencia de la desamortización o los deslindes se integraron al mercado libre de trabajo, conformando una oferta de mano de obra para las explotaciones comerciales y mineras. A ellos se sumaron muchos peones que abandonaron las haciendas a las que se habían encontrado sujetos por mecanismos extraeconómicos, aunque muchos otros permanecieron en ellas en la medida en que les proporcionaban un perímetro de seguridad frente a las contingencias del mercado. Por otra parte, el auge de las actividades comerciales y de exportación incrementó la demanda de trabajadores, en un contexto de mercados fragmentados en el que la oferta y la demanda no necesariamente coincidían en tiempo y espacio. Los mecanismos de contratación de la fuerza de trabajo se diversificaron sin que desaparecieran las formas de coerción extraeconómica (el «enganche» de trabajadores o el peonaje por deudas) o la combinación de remuneraciones salariales con pagos en especie. Es probable que los salarios se incrementaran en el sector agrícola orientado a la exportación, lo cual no necesariamente significa que las condiciones laborales o los niveles de vida hubieran mejorado. Fuera del sector agrario, tanto las remuneraciones como las condiciones laborales probablemente mejoraran gracias al crecimiento económico. Sin embargo, el sector moderno de la economía seguía siendo muy pequeño: en 1910, los trabajadores de minas, industrias, servicios (ferrocarriles, tranvías, etcétera) y algunas ocupaciones urbanas sumaban 800.000 individuos, apenas el 16 por ciento de la población económicamente activa. Con todo, tomando en cuenta a sus familias, así como a los sectores que percibían remuneraciones monetarias en el campo y a las clases medias de las ciudades, el resultado fue un engrosamiento significativo del mercado interno, que sirvió de base a la incipiente industria nacional.

				El crecimiento económico fue posiblemente el mayor logro del Porfiriato, particularmente destacable respecto a la trayectoria anterior de la propia economía mexicana, aunque también en razón de la convergencia que produjo en relación a otros países de dimensiones comparables en el contexto latinoamericano. Sin embargo, alcanzó en forma muy desigual a los distintos sectores de la actividad económica y a las distintas regiones del país. Para empezar, los beneficios de la modernización económica se concentraban en las ciudades, marcando un profundo contraste con la vida en el campo. Tal consideración adquiere importancia si se piensa que, aún en 1910, el 70 por ciento de la población seguía habitando en el medio rural, y la agricultura aportaba el 60 por ciento del PIB. Fuera de una porción creciente pero todavía modesta de la actividad agrícola que poseía orientación comercial (para el mercado interno o para la exportación), prevalecían formas arcaicas de producción, sin uso de mejoras técnicas, de riego ni fertilizantes. Su pobre desempeño representaba un pesado lastre para el crecimiento de la economía en su conjunto. 

				Los contrastes regionales eran profundos. Los estados del norte, de más reciente asentamiento y en los que florecieron la ganadería, la minería y la industria, exhibieron el mayor dinamismo económico, aunque concentraron los menores porcentajes de población. Los del centro experimentaron una suerte desigual. Algunos mantuvieron el paso gracias a la mayor densidad demográfica y el dinamismo de los mercados, apuntalados por las mayores concentraciones urbanas del territorio nacional. Otros, sobre todo en el centro-norte, experimentaron cierta divergencia en términos de crecimiento respecto a los más prósperos, ya fuera por una dotación de recursos desfavorable o debido a políticas públicas erradas por parte de los gobiernos estatales respectivos, cuyo resultado fue atraer menos inversión. Así, por ejemplo, estados como Zacatecas y Guanajuato fueron menos exitosos en este periodo que Nuevo León o Coahuila.

				Los estados del Golfo y la península de Yucatán se beneficiaron de su ubicación estratégica, que facilitaba las conexiones marítimas con Europa y Estados Unidos, y de la prosperidad que les acarreó el auge de las exportaciones de productos tropicales en los que tenían ventaja comparativa, pero, salvo algunas excepciones, no se industrializaron. A gran distancia de la prosperidad norteña y del modesto desempeño del centro se encontraban los estados del sur y sureste del país. Pese a que en algunos casos eran también generadores de productos agrícolas para la exportación, en estas entidades distintos factores confluyeron para que el éxito exportador redundara poco en términos de crecimiento económico y bienestar social. Por un lado, se trata de estados de muy antiguo poblamiento y mayor densidad indígena, en los que, además de existir una larga tradición de desigualdad, había usos y prácticas largamente establecidos que frenaban el cambio y ponían obstáculos a la movilidad de los recursos. Un ejemplo clásico de esta situación es el peonaje por deudas, pero lo mismo podría decirse del arraigo a las comunidades por parte de sus miembros, del latifundio o la propiedad en manos de las corporaciones. En estos casos, el éxito exportador no necesariamente condujo a una modernización de las relaciones sociales, sino a híbridos que combinaban los antiguos mecanismos de contratación y sujeción de la fuerza de trabajo (como el enganche y el endeudamiento) con las nuevas exigencias de la producción para el mercado mundial. Aunque esta combinación solía tener resultados negativos en términos sociales (como una intensificación en la explotación del trabajo), la información disponible indica que, aun en estas circunstancias, la parte de la población que participaba de estas actividades solía mejorar sus ingresos y su nivel de vida respecto a la que se mantenía en la economía tradicional. 

				Otro conjunto de factores tenía que ver con la falta de capitales para la inversión fuera de las áreas de exportación, con la ausencia de políticas públicas integradoras o mínimamente redistributivas a nivel estatal, y con una menor atención del gobierno federal —por ejemplo, en términos de inversión en infraestructura de ferrocarriles, puertos y escuelas— respecto a otras zonas del territorio nacional. 

				Además de haber sido desigual, el crecimiento económico de este periodo no mejoró significativamente las condiciones de vida de la mayor parte de la población. Los cambios en la propiedad agraria produjeron una gran variedad de formas de tenencia de la tierra, pero propiciaron también su concentración; los ingresos y las condiciones laborales fueron pobres para la mayor parte de la población trabajadora, y la desigual distribución de la riqueza, de largo arraigo en el país, no se revirtió. Los avances en materia de alfabetización y de salud, aunque notables respecto a la trayectoria anterior de la sociedad mexicana, fueron escasos para los estándares internacionales, incluso latinoamericanos, y continuaron siéndolo en los años siguientes a pesar de que México había atravesado por una revolución social.

				Pese a las fisuras y debilidades que exhibía la modernización porfiriana, no es fácil identificarlas como causantes de la revolución. La Revolución Mexicana refleja ciertamente las oposiciones contenidas en ese proceso, aunque no necesariamente es una consecuencia directa de ellas. Probablemente estalló como resultado directo de la rigidez del sistema político, que literalmente impidió la transición pacífica a un nuevo gobierno, pero en su curso incorporó muchas otras contradicciones de un proceso incompleto de transformación, así como el desaliento provocado por las expectativas no realizadas que ella misma había hecho surgir. Éste fue el caso de la mayor parte de los líderes de la revolución, muchos de ellos representantes de las clases medias o el empresariado emergente que veían obstruida su posibilidad de participar en la toma de decisiones o acceder a las altas esferas del aparato político. Las excepciones más notables a ese patrón de liderazgo fueron las de los líderes campesinos Francisco Villa, en el norte, y Emiliano Zapata, en el sur. En cuanto a los individuos que conformaron los ejércitos revolucionarios, muchos grupos que no habían encontrado cauces de expresión en el régimen porfirista participaron, en formas y grados distintos, en la contienda armada: trabajadores del campo y de las minas, obreros y empleados de servicios, maestros, desempleados, población móvil del norte. Otros se abstuvieron o incluso intentaron resistir el avance del movimiento: sobre todo en los estados del sur y sureste y en la mayor parte de las ciudades. En forma acaso contradictoria, los grupos más pobres, los sujetos a las formas más arcaicas de explotación, los que habitaban los estados menos favorecidos por la modernización económica, no se levantaron en armas. Es el caso de los peones acasillados o enganchados en las plantaciones de tabaco en Oaxaca o en las fincas cafetaleras de Chiapas, o de los trabajadores de las haciendas henequeneras de Yucatán, incluidos aquellos que habían sido llevados por la fuerza desde el valle del Yaqui en la década de 1900. En ninguno de esos estados «prendió» la revolución. 

				En rigor, el fenómeno que ha pasado a la historia como la Revolución Mexicana es la suma de varios movimientos, sólo algunos coincidentes en el tiempo, y sólo algunos coincidentes en las metas y propósitos. La primera fase de ese proceso, encabezada por un miembro de una próspera familia de empresarios norteños, Francisco I. Madero, se proponía el objetivo, sólo en apariencia modesto, de abrir el aparato político a la participación de los ciudadanos e instaurar un régimen democrático. No esgrimía banderas sociales ni aspiraba a modificar el rumbo económico del país. En parte por ello, no comprendió los agravios que impulsaron a los pueblos campesinos del estado de Morelos a tomar las armas bajo un programa agrarista que exigía sencillamente el reparto de tierras. Este movimiento, liderado por Emiliano Zapata, es único en su género, pese a las coincidencias más o menos profundas que pudo encontrar con otros que se desarrollaron durante la revolución. 

				El experimento democrático de Madero fracasó víctima de un golpe militar. Los otros movimientos surgieron para combatir al gobierno usurpador de Victoriano Huerta, victimario de Madero y de la revolución democrática, pero en el camino se olvidaron de la meta original, la democracia. Aunque el programa básico del llamado «movimiento constitucionalista» no anunciaba propósitos muy elevados (fuera del restablecimiento del orden legal), con énfasis diversos sus líderes se fueron haciendo de causas como el nacionalismo, la reforma agraria y la justicia social. Una vez derrotada la dictadura de Huerta, los distintos movimientos, que habían estado unidos tácticamente en torno a ese propósito común, se dividieron. Las razones de esta fractura deben buscarse tanto en el origen social de los líderes y la composición socio-económica de los ejércitos como en la noción que cada uno se fue formando acerca de los contenidos y propósitos de la lucha. Mientras los líderes revolucionarios de clase media (Venustiano Carranza, Álvaro Obregón) trataban de encauzar el movimiento hacia los objetivos nacionalistas y de consolidación estatal, los líderes populares (Pancho Villa, Emiliano Zapata), cada vez más distanciados de aquéllos, se volcaban en pos de metas más claramente decantadas por la reforma agraria como una forma elemental de realizar la justicia social. La visión nacional y el acceso a recursos para financiar la guerra dieron cierta ventaja a los primeros en el terreno de las armas, pero éstos no podían triunfar sin hacer propias, aunque matizadas, las causas más caras del movimiento campesino radical. Fue así como la Revolución Mexicana acabó por definirse como un movimiento nacionalista, agrarista y popular.

				La guerra civil significó el rompimiento del orden político establecido y de sus instituciones, e implicó una intensa movilización social con serios efectos demográficos y económicos. Su resultado tangible, la Constitución de 1917, combinaba en extraña mixtura preceptos no cumplidos del orden económico liberal concebido por la Constitución de 1857 (como la libertad de trabajo) con otros que representaban un giro radical respecto a ella (como la intervención del Estado en la economía). En ese documento fundacional se liquidó el peonaje por deudas, se estableció la propiedad originaria de la nación sobre los recursos del suelo y el subsuelo, se establecieron condiciones laborales mínimas y se proclamó la educación laica. Aunque de orientación nacionalista e intervencionista, era todavía un producto híbrido, cuyos contenidos se definirían, y no en una forma lineal, en el curso de las siguientes décadas. 

				Con todo, el impacto de la revolución no fue inmediato ni uniforme en los distintos ámbitos de la vida nacional. En lo social, la lucha armada fue el principio del fin de la oligarquía terrateniente y el inicio de un prolongado proceso de reformas que producirían una profunda transformación en la estructura de la propiedad agraria, en las condiciones laborales y en la organización de los sectores subalternos de la sociedad. En lo político, pese a la continuidad inicial de la clase política —sobre todo durante el maderismo—, pronto condujo a su sustitución por una nueva, reclutada entre las clases medias provincianas, que debían contar con la anuencia o la participación de las masas para sostenerse en el poder. Las relaciones internacionales de México, que habían atravesado por una larga fase de estabilidad, se vieron nuevamente sacudidas a raíz de la generalización de la guerra civil, y cobraron un cariz especial en los años en que ésta coincidió en el tiempo con la I Guerra Mundial. La guerra civil significó el derrumbe del servicio diplomático mexicano y el deterioro temporal de todos los vínculos con el exterior. En fin, el estallido de la revolución no conllevó una transformación inmediata en el terreno cultural. Aunque la sátira periodística, algunas composiciones musicales pioneras del nacionalismo y el realismo literario llevado a sus expresiones más crudas sentaron algunos precedentes de lo que serían expresiones de la cultura revolucionaria, los cambios culturales se fueron dando en forma más reactiva que «proactiva». Por ejemplo, el género conocido como «novela de la Revolución Mexicana» adquiriría fama y renombre apenas en la década posterior, cuando también se consolidaría la vertiente del costumbrismo que asumió temáticas revolucionarias y nacionalistas. Fenómenos similares pueden apreciarse en la pintura y la música, como se verá más adelante.

				Las potencias no podían mantenerse indiferentes frente a lo que sucedía en México, compitiendo por imponer sus prioridades estratégicas en la región. En particular el gobierno de Estados Unidos interfirió en los asuntos domésticos, adoptando además posturas intervencionistas. El gobierno de ese país tuvo una presencia conspicua en varios eventos del decenio de 1910: su embajador auspició en forma apenas velada el plan para derrocar el gobierno legítimamente constituido de Madero; su fuerza naval desembarcó en Veracruz y su ejército invadió el territorio nacional en persecución de Francisco Villa, quien había atacado una población del país vecino. No obstante, tras el golpe de Estado de Victoriano Huerta (y la llegada a la presidencia de Woodrow Wilson en Estados Unidos), la política de Washington se decantó progresivamente a favor de los revolucionarios, mientras que las potencias europeas otorgaban su reconocimiento al general golpista. La entrada de Estados Unidos a la contienda mundial creó una nueva fuente de tensiones con México, que agravaban una situación ya tirante debido a las reclamaciones de ciudadanos afectados en sus propiedades por la guerra civil. En este contexto, el gobierno de ese país buscaba forzar la pacificación de México y la neutralidad en la conflagración mundial, mientras que Alemania impulsaba una posible alianza estratégica mediante ofrecimientos —reales o supuestos— dirigidos a la facción carrancista. Las tensiones interimperialistas cobraron así una dimensión regional en el contexto de la Revolución Mexicana. Pese a los amagos de interferencia extranjera y las presiones de todo tipo, la postura adoptada por México a partir de 1916, en el sentido de sustentar la soberanía en principios doctrinarios, en la no intervención y en la solución negociada de las controversias (doctrina Carranza), terminó por prevalecer y sentó un precedente que se habría de consolidar en los decenios venideros.

				En 1917, tras obtener garantías del pago de reparaciones y de la neutralidad de México en el conflicto mundial, Estados Unidos otorgó su reconocimiento de iure al gobierno de Venustiano Carranza (lo había reconocido de facto desde 1915). Al mismo tiempo, el gobierno carrancista fue progresivamente capaz de centralizar los esfuerzos diplomáticos, que se habían fragmentado e «informalizado» durante los años de la guerra civil, delineando las prioridades y las metas del nuevo gobierno, y de reconstruir sobre nuevas bases el servicio exterior mexicano. Aun cuando las dificultades diplomáticas terminaron por sortearse más o menos satisfactoriamente, el conflicto armado impuso una cuota de marginación de la comunidad internacional para el nuevo gobierno. El contenido nacionalista de la Constitución de 1917 y la fragilidad de la situación interna alimentaban las campañas de desprestigio en la prensa internacional, y la situación de insolvencia en la que México emergió de la contienda (el pago de la deuda externa se suspendió desde el régimen de Huerta) aumentó el descrédito de la nación. De hecho, México fue originalmente excluido de la Sociedad de Naciones, y sólo participó de esta organización internacional a partir de los años treinta. Otras fuentes de grave tensión diplomática —con Estados Unidos— fueron las reclamaciones de ciudadanos dañados en sus intereses por la revolución y la actitud del gobierno frente a las empresas petroleras, sustentada en el artículo 27 de la Constitución. 

				Al iniciarse la década de 1920, el panorama internacional se había transformado en forma drástica. El hecho de que Estados Unidos emergiera como la potencia dominante y primer acreedor a nivel mundial poseía para México una significación especial, en la medida en que ese país era también su vecino y su principal socio económico, con predominio absoluto sobre el comercio y las inversiones en el país. No era, por ello, poca cosa que el gobierno estadounidense regateara su reconocimiento a Álvaro Obregón, presidente electo tras la revuelta que llevó a la muerte a su antecesor. El reconocimiento se postergó hasta abril de 1923, tras la firma de los acuerdos de Bucareli, en los que México se comprometía a no hacer retroactiva la legislación en materia de petróleo, a atender las reclamaciones y a llegar a un acuerdo para reanudar el pago de la deuda externa. Las relaciones con Europa estuvieron necesariamente trianguladas por Estados Unidos, de manera que la completa normalización del trato oficial con los socios tradicionales debió esperar a que Washington otorgara su reconocimiento al gobierno de Obregón. Las relaciones exteriores volvieron a tensarse con motivo de la guerra cristera, que implicó la expulsión de sacerdotes (sobre todo españoles) del país. La plena reinserción de México en la comunidad internacional era tanto más importante por cuanto en ella se jugaba también, hasta cierto punto, la legitimidad del régimen revolucionario en el interior. Ello explica que, además de procurar las relaciones con Europa y Estados Unidos, los gobiernos de Obregón y Calles desplegaran considerables esfuerzos para contrarrestar la propaganda contra México y para reforzar las relaciones del país con Centro y Sudamérica y alimentar su nueva autoridad moral en el contexto latinoamericano. 

				En ciertos ámbitos, el orden surgido de la contienda armada no representó una ruptura radical respecto al orden que sustituyó. Se mantuvieron tanto el modelo de crecimiento sustentado en las exportaciones como el papel central de la inversión extranjera. Además, el nuevo régimen mostró pronto continuidades notables con el que había derribado. Aunque a partir de entonces ya no fue posible la reelección de un solo individuo en el poder y la nueva clase política diseñó sobre la marcha mecanismos institucionales para su transmisión pacífica (como la creación del Partido Nacional Revolucionario en 1929), el ejercicio del poder político siguió siendo marcadamente autoritario. Además, tan pronto como se alcanzó cierta estabilidad, y tras algunos años de intensa fragmentación de la autoridad, prosiguió el fenómeno de centralización política e institucional iniciado cincuenta años atrás a costa de los poderes estatales y regionales, acaso en buena medida porque formaba parte del más amplio proceso de consolidación de un Estado nacional moderno. La reforma agraria, adoptada como elemento central de un proyecto nacional integrador, fue aún limitada: no desposeyó a los grandes latifundistas y, sobre todo, siguió concibiendo la propiedad individual de carácter privado como la principal forma de propiedad. Si bien se liquidó por ley la antigua institución del peonaje, los salarios y las condiciones de trabajo siguieron siendo pobres en la mayor parte del país, aunque, en la nueva situación, la movilización obrera y campesina podía ejercer una presión efectiva a favor de su mejoramiento. En el corto plazo, los desequilibrios en el proceso de desarrollo y la desigualdad en la distribución de riqueza no se superaron, y los avances en educación y salud fueron apenas más consistentes que en el Porfiriato. 

				Todo ello no debe llevar a subestimar los grandes cambios que se inauguraron entonces, aunque algunos de ellos aparecieran aún en forma titubeante. La Revolución Mexicana terminó por liquidar a la oligarquía terrateniente y por excluirla definitivamente del poder político. Reivindicó el nacionalismo económico, la intervención del Estado y la participación de nuevos grupos y sectores sociales en la toma de decisiones. La mayor novedad en este terreno fue la emergencia de las organizaciones y la política de masas, que transformaron los mecanismos de legitimación del poder y las formas de participación política. Si bien no desapareció el ánimo de integración de todos los grupos étnicos y sociales, hubo una mayor apertura al pluriculturalismo, y más cabida a los distintos grupos y sus demandas, al tiempo que se abrió paso a una mayor participación femenina en todos los ámbitos. 

				En el terreno cultural se advierten dos tendencias contrastantes a partir de los años veinte. Por un lado, un claro afán reivindicativo de la cultura nacional y local frente a las modas internacionales y una elevación de la cultura popular al rango de cultura nacional. Por el otro, la confrontación del nacionalismo cultural por parte de algunos grupos de intelectuales y artistas que adoptaron una postura cosmopolita para sumarse a las tendencias temáticas y estilísticas que se suscitaban en otras partes del mundo. La primera encontró su máxima expresión en el arte pictórico con el muralismo mexicano, que se plasmó en las paredes de los edificios públicos, aunque también se manifestó en corrientes literarias (la novela de la revolución y el costumbrismo nacionalista antes mencionados) y musicales. La segunda adquirió notoriedad bajo el nombre de «Los Contemporáneos» (por la revista que publicaron entre 1928 y 1931), y aunque sus integrantes fueron en su momento criticados y marginados de la cultura oficial, su universalismo y su originalidad los dotaron de una vigencia duradera y profunda.

				Sin embargo, la mayor transformación cultural provocada por la revolución tuvo lugar sin duda alguna en el terreno de las expresiones populares y su reivindicación oficial, que las potenció y elevó al rango de cultura nacional. El proyecto educativo de Vasconcelos contemplaba su difusión, en el marco de una concepción con fuerte acento humanista (y menos científico) y respetuosa de la diversidad (de lenguas, de tradiciones y costumbres). La nueva cultura nacional retomaba la música vernácula y las expresiones artísticas menores y las dotaba de una dignidad nunca antes conocida, al tiempo que difundía internacionalmente una imagen de la mexicanidad que permanecería con pocas modificaciones a lo largo de todo el siglo XX. Sin embargo, al definirse el ámbito de lo que debía constituir una cultura popular que fuera de alcance nacional, el régimen surgido de la revolución inevitablemente centralizaba su construcción y simplificaba sus contenidos, alejándola en esa medida de sus orígenes y reduciéndola progresivamente a unos cuantos estereotipos cuyas imágenes se eternizarían en los clásicos del cine nacional.

				Éstas son, a grandes rasgos, las claves del periodo que nos ocupa. En los capítulos que conforman este volumen se desarrollan con mayor profundidad.

		

	
		
				La vida política
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				En 1880 Porfirio Díaz terminó su primer periodo presidencial y entregó pacíficamente el cargo al general Manuel González, uno de sus más cercanos seguidores. Con ello cumplía su compromiso de no reelegirse, pero pronto fue claro que no deseaba retirarse a la vida privada. En 1884 volvió a la presidencia, sin oposición alguna, y continuó en el cargo hasta 1911, cuando la revolución encabezada por Francisco I. Madero lo obligó a renunciar. A partir de ese momento el país entró en un periodo de gran conflicto político; el régimen liberal autoritario porfirista fue derribado pero no fue fácil encontrarle sustituto. Para 1917, los revolucionarios norteños triunfantes habían logrado establecer un nuevo marco para el juego político (la Constitución de 1917), a la vez que un gobierno viable. Sin embargo, la nueva coalición dominante y las nuevas estructuras políticas tardaron varios años en consolidarse. La década de 1920, por ello, fue un periodo en que los actores políticos lucharon por hacerse un lugar en el nuevo orden mientras ensayaban, probaban y afinaban esas nuevas reglas. El proceso no estaba completo para 1930, pues, aunque ya había sido fundado el Partido Nacional Revolucionario (PNR), la institucionalización de los procesos y procedimientos políticos no se había completado. El rasgo más notorio de tal situación fue que el ex presidente Plutarco Elías Calles se convirtió en el actor político dominante, bajo el expresivo título de «Jefe Máximo» de la revolución.

				El nuevo régimen, aunque seguía cobijado en el amplio manto liberal, era muy distinto del porfirista. Había permitido el ingreso de las masas en la vida política, era sostenido por una amplia coalición en la que los revolucionarios de clase media de provincia predominaban y estaba orientado por una mentalidad reformista y jacobina. No obstante, en 1930 el nuevo Estado también mostraba fuertes rasgos autoritarios y centralizadores. En parte ello tenía que ver con que durante esos cincuenta años se había construido un conjunto de instituciones y normas estatales que hacían posible tanto el control social como la ejecución eficaz de las decisiones de gobierno en todo el territorio. Ese impulso centralizador de las relaciones políticas se expresó en una mayor integración nacional, que en el caso de México se enfrentó a una poderosa y persistente oposición de fuerzas regionales de diverso sello, que deseaban preservar atribuciones políticas, e incluso económicas y sociales, sin las cuales el Estado nacional no podía ser considerado como tal.

				 

				 

				El fin de la era de la política abierta

				 

				La elección presidencial de 1880, en la que se enfrentaron Justo Benítez, Vicente Riva Palacio, Manuel María Zamacona, Ignacio Vallarta, Trinidad García de la Cadena y Manuel González, resultó bastante agitada, a pesar de que se sabía que el presidente Díaz auspiciaba la candidatura de González. Éste debió aguantar la crítica periodística que sacó a relucir su pasado conservador y sufrió agresiones de la propia policía en Guanajuato y León. En las elecciones hubo diversos desórdenes y denuncias de fraudes, de tal manera que en muchos distritos electorales no hubo triunfadores claros. El presidente Díaz tuvo entonces que intervenir para determinar la composición de la décima legislatura, la cual terminó integrada por miembros de las diversas facciones y declaró vencedor a González por un amplio margen.

				Al entregar el gobierno a Manuel González, a fines de 1880, Díaz había establecido una reputación que mezclaba de manera ambigua elementos de liberalismo constitucional con los del gobierno despótico de un hombre fuerte. Si bien promovió una reforma que impedía la reelección inmediata del presidente y los gobernadores (abril de 1877), no se retiró de la actividad política, mantuvo en actividad a sus partidarios, y en los siguientes cuatro años ocupó sucesivamente los cargos de secretario de Fomento, magistrado suplente de la Suprema Corte de Justicia, gobernador de Oaxaca y senador por ese mismo estado. Al mismo tiempo, en noviembre de 1881, en lo que Daniel Cosío Villegas llama el «primer brote aristocrático ostensible de la vida mexicana desde la caída del Imperio», contrajo matrimonio (había enviudado poco antes) con Carmen Romero Rubio, de escasos 17 años, hija del pudiente abogado y político Manuel Romero Rubio. Así sellaba una alianza con una parte significativa de la facción perdedora en 1876, a la vez que enviaba una señal de acercamiento a la Iglesia, pues la boda fue oficiada por el arzobispo de México, Pelagio Antonio de Labastida, y se sabía que la nueva primera dama era profundamente católica. Su suegro, en ese momento senador, sería secretario de Gobernación a partir de su segundo periodo de gobierno. 

				La presidencia de Manuel González (1880-1884) puede ser considerada con justicia como el último de los gobiernos de la era de la política abierta surgidos de la restauración de la república (1867). Las diversas facciones liberales competían por los distintos cargos, el Congreso tenía una vida propia, había cierto equilibrio de poderes, y circulaba una prensa beligerante y pronta para el debate ideológico. González buscó, en ese contexto, ampliar la política de conciliación y fortalecer al mismo tiempo su posición entre todas las facciones, la más poderosa de las cuales era la porfirista. En esas tareas buscó el apoyo de importantes caciques regionales que seguían siendo imprescindibles para el control político. Por ejemplo, al frente de la Secretaría de Guerra se desempeñaron sucesivamente los dos hombres fuertes del estado de Nuevo León, Jerónimo Treviño y Francisco Naranjo, mientras que en Gobernación estuvo los cuatro años Carlos Díez Gutiérrez, quien construía un emporio personal en San Luis Potosí, y en Justicia despachó desde 1882 Joaquín Baranda, el personaje más influyente de Campeche y Yucatán. Además, Luis Terrazas, el caudillo de Chihuahua, nuevamente ocupó el puesto de gobernador de ese estado durante los cuatro años. 

				A la par que esta importante presencia de los caudillos y caciques en la vida política, el alcance del poder central se extendió considerablemente. Con una reforma de 1882 el presidente de la Suprema Corte de Justicia dejaba de ser el sustituto del presidente en caso de falta, lo que resultó decisivo para la progresiva subordinación del poder judicial. Además, mediante las facultades que le permitían intervenir en las disputas internas de los Estados, González resolvió en 1882 la intensa y larga pugna en Jalisco entre los seguidores de Ignacio Vallarta y los porfiristas. Como el comandante militar del Estado, Francisco Tolentino, apoyó después de reñidas elecciones una legislatura que sesionaba fuera de su recinto oficial, el gobernador Fermín González Riestra, de la facción de Vallarta, renunció al cargo, y el senado declaró desaparecidos los poderes en mayo de ese año. El presidente González nombró entonces gobernador provisional a Pedro Landázuri, quien convocó nuevas elecciones, en las que triunfó el general Francisco Tolentino. Este general, perteneciente a los fieles de Tuxtepec (como se conocía al plan con que Porfirio Díaz accedió a la presidencia en 1876), parece haber logrado controlar y disminuir con mano dura a la fuerte base de poder que tenía allí Vallarta, quien dimitió poco después como presidente de la Suprema Corte de Justicia. 

				En el estado norteño de Sonora, González pudo deshacerse del incómodo Carlos R. Ortiz, quien se declaraba porfirista para intentar afirmar su base de poder local, y colocó de nuevo en el gobierno al general tuxtepecano Luis E. Torres en la primavera de 1883, sin permitir a la vez la expansión del grupo de José María Maytorena. En Zacatecas, de no menos importancia, se deshizo de la incómoda presencia del viejo general liberal Trinidad García de la Cadena, y en Puebla comenzó a minar otro cacicazgo regional enviando a uno de los fieles de Porfirio Díaz, el general Rosendo Márquez. 

				Durante el periodo de González el poder del Estado para ordenar, controlar y coordinar los esfuerzos de los diversos actores económicos y sociales creció considerablemente. Por un lado, los ferrocarriles (que en este cuatrienio se extendieron ya a cinco mil kilómetros) dieron movilidad a sus tropas y agentes, así como capacidad al gobierno central de comunicar sus mandatos a la mayor parte del territorio. Por el otro, con códigos como los de Procedimientos Penales, Comercio, Minería, Postal y Civil, algunas disposiciones como el uso obligatorio de la gramática de la Real Academia en las escuelas públicas, el patrocinio de obras históricas y la creación del panteón de hombres ilustres, podía establecer las reglas, normas e incluso los símbolos mediante los cuales los individuos y las colectividades interactuaban en muy diversos campos. Entre la paz que se afianzaba y la certeza derivada de esas nuevas normas, esos años fueron de excitación económica: como por encanto aparecían en el país los ferrocarriles y tranvías, bancos, empresas y negocios de todo signo y origen. Más importante aún, las élites políticas participaban de esos negocios. Lo único que ensombrecía el panorama era la invasión de las tribus bárbaras del norte (entre ellos los apaches), pero ahora había dinero para equipar a las fuerzas auxiliares de Luis Terrazas, que consiguieron un importante triunfo contra los apaches de Victorio en 1880, lo que afianzó la posición de Terrazas como un hombre necesario en Chihuahua.

				También en esta etapa se conformó el equipo de gobierno que acompañaría a Díaz en los siguientes periodos presidenciales. Entre ellos destacaron Ignacio Mariscal, en relaciones exteriores; Joaquín Baranda, en Justicia e Instrucción, y el general Carlos Pacheco, viejo camarada de armas de Díaz y González, quien dirigió Fomento. Mariscal había sido destacado juarista, pero también era el mejor talento diplomático disponible, razón por la cual González y Díaz lo integraron a su equipo de gobierno; Baranda había sido lerdista y tenía una base de poder regional en Campeche; Pacheco, en cambio, era de los fieles compañeros de armas de Díaz. Esta integración del gabinete expresaba así la política de reconciliación de la gran familia liberal, y anunciaba a la vez que los talentos técnicos y administrativos tenían un lugar en el nuevo régimen, más allá de su signo político de origen. 
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